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A LA SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE LA CONSEJERÍA DE 

UNIVERSIDAD, INDUSTRIA, ENERGÍA E INNOVACIÓN DE LA 

JUNTA DE ANDALUCÍA 

PROYECTO DE ORDEN DE CARACTERIZACIÓN DE LOS ESPACIOS 

PRODUCTIVOS DE ANDALUCÍA 

TRÁMITE DE AUDIENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA ABIERTO POR 

RESOLUCIÓN DE 22 DE JULIO DE 2026 

D./D.ª …………………………………………………………………………………………, 

mayor de edad, con DNI ……………………………………………………, actuando en 

nombre y representación de la …..…………………………………………………………….., 

con CIF …………………………, inscrita en ………………………………………………con 

el número …………………………, y domicilio a efectos de comunicaciones en 

………………………………………………………………………………………………………], 

comparece ante esa Secretaría General Técnica y, como mejor proceda en Derecho, 

EXPONE 

Que mediante Resolución de 22 de julio de 2026, publicada en el Boletín Oficial 

de la Junta de Andalucía núm. 145, de 29 de julio de 2026, se ha sometido a 

audiencia e información pública el Proyecto de Orden de caracterización de los 

espacios productivos de Andalucía, cuyo procedimiento de elaboración fue 

iniciado por Acuerdo del Consejero de Universidad, Industria, Energía e Innovación 

de 20 de julio de 2026. El plazo conferido permanece abierto hasta el 15 de 

septiembre de 2026.  

Dentro de dicho plazo, esta entidad comparece formalmente en el procedimiento 

de elaboración reglamentaria, interesa que se deje constancia de su 

participación y de su interés legítimo colectivo y formula OPOSICIÓN AL 

PROYECTO EN SU ACTUAL REDACCIÓN, sin perjuicio de la ampliación que 

proceda una vez sea posible conocer la integridad de los antecedentes técnicos y 

jurídicos que han determinado las opciones regulatorias incorporadas al texto. 

La comparecencia no responde a una discrepancia ideológica con la política 

industrial de la Comunidad Autónoma. Se sustenta en una cuestión estrictamente 

jurídica: la potestad reglamentaria de desarrollo de la Ley 4/2025 no puede 

ejercerse de manera que desborde la habilitación conferida por el legislador, 

sustituya mediante conceptos reglamentarios la ordenación urbanística 

legalmente competente, produzca resultados arbitrarios mediante 

metodologías insuficientemente justificadas o prive de audiencia efectiva a 

quienes puedan resultar singularmente afectados por las posteriores 

decisiones administrativas basadas en esa caracterización. 

La entidad compareciente tiene entre sus fines (defensa del medio 

rural/agricultura/propiedad/medio ambiente/territorio/intereses colectivos 

de sus asociados) y representa a personas que desarrollan actividades agrícolas, 

ostentan derechos sobre terrenos o mantienen intereses económicos y ambientales 
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en territorios en los que la evolución de los espacios industriales y sus 

infraestructuras puede proyectar efectos directos. Esa conexión determina un 

interés colectivo cierto y actual en el contenido del reglamento y justifica plenamente 

su intervención en el trámite previsto en el artículo 105.a) de la Constitución, en 

el artículo 45.1.d) de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía, y en el artículo 28 de la Ley 7/2017, de 27 

de diciembre, de Participación Ciudadana de Andalucía. El artículo 45.1.d) de la 

Ley 6/2006 impone precisamente la audiencia, directa o a través de organizaciones 

representativas, cuando la disposición afecte a derechos e intereses legítimos.  

Sobre tales premisas se formulan las siguientes 

ALEGACIONES 

PRIMERA.- LA CARACTERIZACIÓN PROYECTADA NO ES UNA OPERACIÓN 

MERAMENTE ESTADÍSTICA O DESCRIPTIVA. CONSTITUYE UN PRESUPUESTO 

PARA DECISIONES ADMINISTRATIVAS POSTERIORES CON CONSECUENCIAS 

TERRITORIALES, URBANÍSTICAS Y ECONÓMICAS, LO QUE EXIGE UN 

CONTROL REFORZADO DE SU LEGALIDAD. 

La primera cuestión que debe quedar claramente establecida es la verdadera 

naturaleza funcional de la regulación proyectada. 

El preámbulo presenta la caracterización como una herramienta destinada a 

obtener información objetiva y comparable sobre los espacios productivos y a 

orientar las políticas públicas de planificación, modernización y competitividad 

industrial. La propia Resolución que abre la información pública reconoce 

igualmente que esos instrumentos servirán para la “toma de decisiones y la 

priorización de actuaciones”.  

Esa afirmación resulta plenamente coherente con la Ley 4/2025, pero impide 

minimizar jurídicamente el alcance del reglamento. 

El artículo 30.2 de la Ley 4/2025 obliga a la Administración autonómica y a los 

municipios con polígonos clasificados a tomar en consideración su grado de 

obsolescencia tanto en la planificación inversora como en la ordenación 

urbanística, priorizando determinadas infraestructuras. Y el artículo 63 permite 

utilizar precisamente la incidencia industrial, la obsolescencia y la clasificación 

como criterios para delimitar y priorizar las medidas públicas de apoyo.  

Por consiguiente, el resultado de la caracterización no desaparece en una base 

estadística, sino que está legalmente destinado a alimentar decisiones públicas 

ulteriores sobre inversión, infraestructuras, ayudas, regeneración, planificación y 

ordenación. 

Esta circunstancia obliga a que los criterios de caracterización tengan una solidez 

particularmente intensa. No basta que parezcan cuantitativos. Deben ser 

legalmente habilitados, técnicamente explicables, reproducibles, verificables y 

no discriminatorios. 
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Así lo exige expresamente el artículo 25.2 de la Ley 4/2025, que ordena que los 

criterios y métodos reglamentarios sean transparentes, objetivos y no 

discriminatorios.  

Y ésta es precisamente la razón por la que las objeciones formuladas por esta parte 

no pueden ser despachadas como cuestiones puramente técnicas o de oportunidad 

administrativa: cuando una fórmula reglamentaria condiciona el diagnóstico 

que posteriormente utilizará la Administración para ordenar prioridades 

públicas, la legalidad de esa fórmula pertenece plenamente al control jurídico 

de la potestad reglamentaria. 

 

SEGUNDA.- LA ORDEN NO PUEDE DESBORDAR EL CONCEPTO LEGAL DE 

“ESPACIO PRODUCTIVO” NI UTILIZAR EL DENOMINADO “ÁMBITO 

FUNCIONAL” PARA INCORPORAR INDIRECTAMENTE SUELO AGRARIO O 

RÚSTICO. 

Ésta constituye una de las objeciones centrales de esta comparecencia. 

La Ley 4/2025 ha definido directamente qué debe entenderse por “espacio 

productivo”. Su artículo 4.h) contempla, de una parte, ámbitos territoriales de 

suelo urbano en los que el uso industrial sea dominante; de otra, determinadas 

zonas, igualmente situadas en suelo urbano, destinadas a actividades económicas 

avanzadas; y, finalmente, nuevos ámbitos que se establezcan mediante los 

correspondientes instrumentos de ordenación urbanística. El artículo 4.m) 

configura igualmente el polígono industrial por referencia al área industrial de suelo 

urbano.  

El legislador ha trazado, por tanto, una frontera jurídica que una Orden 

departamental no puede desplazar. 

Sin embargo, el Anexo II.B del proyecto, al regular los espacios productivos 

diferentes de los polígonos industriales, incorpora un concepto reglamentario de 

“ámbito funcional” que comprende parcelas, instalaciones, accesos y condiciones 

del entorno necesarias para el desarrollo de la actividad; admite agrupaciones de 

parcelas e instalaciones y permite incorporar las condiciones del “entorno 

inmediato” que incidan en la actividad.  

El concepto puede resultar funcionalmente útil, pero su admisibilidad jurídica 

depende de que nunca se confunda el perímetro empleado para valorar 

determinados factores con la delimitación jurídica del espacio productivo 

prevista por la Ley. 

La distinción es decisiva para el medio rural. 

La Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del 

territorio de Andalucía, distingue taxativamente entre suelo urbano y suelo 

rústico. Su artículo 14 incluye dentro de este último los terrenos preservados por 

sus valores ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, y el 
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artículo 20 somete cualquier actuación en suelo rústico a su compatibilidad con el 

régimen propio de esa clase de suelo y con la ordenación territorial, urbanística y 

sectorial aplicable.  

No cabe, por ello, admitir que la técnica de caracterización termine produciendo por 

vía reglamentaria algo que sólo puede producir la legislación y el planeamiento: 

alterar el estatuto jurídico del suelo o preparar su integración material en un 

ámbito industrial mediante la simple expansión de un perímetro funcional. 

La Orden debe contener una salvaguarda inequívoca que evite futuras 

interpretaciones extensivas. No bastaría remitir genéricamente a la Ley 4/2025, 

porque precisamente la introducción reglamentaria del “ámbito funcional” añade un 

concepto que la Administración utilizará después en expedientes concretos. 

Se interesa, por ello, que se incorpore al articulado una previsión sustancialmente 

equivalente a la siguiente: 

“La determinación del ámbito funcional regulado en esta Orden tendrá 

exclusivamente efectos instrumentales para la evaluación correspondiente y 

no alterará, ampliará ni sustituirá la delimitación legal o urbanística del 

espacio productivo. En ningún caso producirá efectos sobre la clasificación, 

categoría, uso o régimen jurídico del suelo, ni permitirá incluir terrenos que 

no reúnan los presupuestos establecidos en el artículo 4.h) de la Ley 4/2025. 

La caracterización tampoco constituirá título habilitante para actuaciones de 

transformación urbanística, expropiación, ocupación, establecimiento de 

servidumbres o implantación de usos industriales.” 

Esta precisión no obstaculiza la política industrial. Simplemente garantiza que 

ésta se desarrolle dentro de la competencia y de los procedimientos que el 

ordenamiento exige, preservando frente a actuaciones indirectas la propiedad, el 

suelo agrícola y la seguridad jurídica de las explotaciones existentes. 

 

TERCERA.- LA HABILITACIÓN LEGAL DE LOS ARTÍCULOS 25 Y 27 DE LA LEY 

4/2025 NO AUTORIZA A DESPLAZAR A SIMPLES RESOLUCIONES 

ADMINISTRATIVAS LA CREACIÓN DE NUEVOS REQUISITOS, CONDICIONES Y 

PROCEDIMIENTOS. 

La potestad reglamentaria de la persona titular de la Consejería encuentra 

cobertura en los artículos 25.2 y 27.1 de la Ley 4/2025, pero precisamente por 

ello queda delimitada por dicha habilitación. 

El artículo 44.2 de la Ley 6/2006 dispone que, fuera del ámbito organizativo o 

interno, las Consejerías únicamente podrán dictar reglamentos cuando exista 

habilitación específica. Su apartado cuarto añade que ningún reglamento puede 

vulnerar las leyes ni las normas de rango superior.  

El problema se presenta con particular nitidez en el artículo 3.7 del proyecto. 
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Este precepto permite que la Consejería establezca posteriormente, mediante 

resolución, sistemas de certificación de los elementos de caracterización y atribuye 

a esas futuras resoluciones capacidad para establecer sus “requisitos, 

condiciones y procedimientos”.  

La previsión rebasa lo puramente ejecutivo. 

Determinar un modelo técnico de certificado o una especificación instrumental es 

una cosa; establecer con vocación general requisitos, condiciones y 

procedimientos capaces de condicionar el resultado de una caracterización 

administrativa es otra jurídicamente diferente. 

Si tales requisitos han de integrar el régimen jurídico general aplicable a una 

pluralidad indeterminada de sujetos, deben encontrarse en la propia disposición 

normativa o en otra norma aprobada conforme al procedimiento legalmente exigible. 

No puede construirse una habilitación reglamentaria de segundo grado que 

permita completar mediante resolución lo que precisamente debería quedar 

sometido a audiencia, publicidad, MAIN, informes jurídicos y control de legalidad 

en el procedimiento normativo. 

Resultaría además paradójico que una Orden cuyo preámbulo proclama seguridad 

jurídica, transparencia y objetividad dejara para posteriores resoluciones 

administrativas una parte sustancial de las condiciones con arreglo a las cuales se 

acreditarán los elementos que determinarán el resultado de la caracterización. 

Debe, por tanto, suprimirse o delimitarse estrictamente el artículo 3.7, 

reservando a futuras resoluciones exclusivamente cuestiones instrumentales o 

técnicas que no innoven el ordenamiento ni creen requisitos, cargas o condiciones 

sustantivas. 

 

CUARTA.- EL RÉGIMEN DE LOS PROCEDIMIENTOS INICIADOS DE OFICIO 

CONTIENE UN DEFECTO OBJETIVO EN MATERIA DE PUBLICACIÓN Y DEJA 

INSUFICIENTEMENTE GARANTIZADA LA AUDIENCIA DE QUIENES YA SEAN 

INTERESADOS IDENTIFICADOS. 

El artículo 5.4 del proyecto justifica la sustitución de la notificación individual por 

una publicación debido a la existencia de una “pluralidad indeterminada de posibles 

interesados” y lo hace invocando los artículos 45.1.b) y 46 de la Ley 39/2015.  

La remisión al artículo 45.1.b) es objetivamente incorrecta. 

El supuesto de actos que tienen por destinataria a una pluralidad indeterminada 

de personas se encuentra en la letra a) del artículo 45.1; la letra b) corresponde a 

actos integrantes de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva. 

No se trata únicamente de corregir una referencia numérica. 
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El artículo 5.3 establece que el acuerdo de inicio se publicará en una dirección 

electrónica concreta de la Consejería, y el apartado siguiente pretende atribuir a esa 

publicación efectos sustitutivos de la notificación.  

Cuando se utiliza la publicación como mecanismo legal sustitutivo de la notificación 

conforme al artículo 45 LPAC, el régimen básico exige la publicación en el diario 

oficial que corresponda. Una web corporativa puede y debe complementar la 

publicidad, pero no sustituir el régimen formal al que la propia norma se acoge para 

producir efectos frente a terceros. 

La redacción debe corregirse estableciendo que los acuerdos que pretendan 

desplegar esos efectos serán objeto de la correspondiente publicación oficial, 

además de su difusión electrónica. 

Todavía más relevante resulta el artículo 6.7. 

Según el proyecto, el resultado provisional se publicará en la web y, cuando el 

expediente se haya iniciado a solicitud de una persona interesada, se notificará a la 

solicitante y se le concederá audiencia por diez días.  

La redacción deja sin respuesta suficiente qué ocurre cuando el procedimiento se 

haya iniciado de oficio y durante su tramitación se hayan personado propietarios, 

titulares de derechos, entidades gestoras o cualesquiera otros sujetos cuya 

condición de interesados sea conocida por la Administración. 

Una pluralidad puede ser inicialmente indeterminada; deja de serlo respecto de 

quien comparece, se identifica, acredita su derecho o interés legítimo y 

proporciona un domicilio electrónico a la Administración. 

Nada justifica que ese sujeto conozca el resultado provisional únicamente mediante 

vigilancia permanente de una página web mientras el solicitante de un expediente 

iniciado a instancia de parte recibe una notificación y un trámite específico de 

audiencia. 

El artículo 82 de la Ley 39/2015, aplicable a la tramitación de los procedimientos 

administrativos singulares, expresa la regla general de audiencia de los interesados 

antes de la propuesta de resolución. La futura Orden debe acomodarse 

inequívocamente a esa garantía. 

Por ello se solicita una nueva redacción que reconozca audiencia personal a todos 

los interesados identificados y personados antes de resolver, cualquiera que 

haya sido la forma de iniciación del expediente. 

 

QUINTA.- LA REGLA PROBATORIA DEL ANEXO II CONFUNDE DOS 

REALIDADES JURÍDICA Y MATERIALMENTE DISTINTAS: LA INEXISTENCIA 

DE UNA INFRAESTRUCTURA Y LA FALTA DE ACREDITACIÓN DOCUMENTAL 

DE SU EXISTENCIA. 
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El Anexo II establece la puntuación del grado de obsolescencia y considera situación 

de “sin implantación”, con puntuación 1, tanto aquella en la que no se cumple la 

correspondiente especificación técnica como aquella otra en la que “no se ha 

acreditado” su cumplimiento.  

La regla merece una revisión profunda. 

No acreditar un hecho no equivale materialmente a acreditar su inexistencia. 

La diferencia es especialmente importante cuando la caracterización se inicia de 

oficio, pues la propia Administración dispone o puede disponer de planeamiento, 

bases cartográficas, información municipal, datos del IECA, ESPAND, registros 

administrativos, información catastral y facultades de comprobación. 

De mantenerse la equivalencia, una insuficiencia documental puede convertirse 

artificialmente en un mayor grado de obsolescencia, aun cuando la infraestructura 

o el servicio exista realmente. 

La cuestión adquiere mayor gravedad porque ese grado de obsolescencia no carece 

de consecuencias: la Ley obliga posteriormente a tenerlo en cuenta en la 

planificación inversora y urbanística y permite utilizarlo en la priorización de 

ayudas.  

El sistema debe distinguir, como mínimo, entre “inexistente”, “existente y 

acreditado” y “pendiente de acreditación o comprobación”, evitando extraer 

automáticamente del déficit probatorio una consecuencia material desfavorable. 

Y debe hacerlo respetando, además, el principio de que la Administración no puede 

trasladar indiscriminadamente al ciudadano la carga de aportar documentación que 

ya obre en poder de las Administraciones públicas. 

El proyecto, por otra parte, obliga genéricamente a las personas o entidades 

interesadas a facilitar la información que se les requiera. La Ley 4/2025 sí habilita 

en su artículo 26.3 el requerimiento de información necesaria para comprobar la 

clasificación de los polígonos industriales y su mantenimiento; pero esa 

concreta habilitación legal no debe convertirse reglamentariamente, sin mayor 

precisión, en una potestad indiferenciada sobre cualquier sujeto, cualquier 

información y cualquier modalidad de caracterización.  

La extensión subjetiva y objetiva de los requerimientos debe quedar suficientemente 

determinada. 

 

SEXTA.- LA FÓRMULA DEL GRADO DE INCIDENCIA INDUSTRIAL PRESENTA 

UN PROBLEMA MATERIAL ESPECIALMENTE GRAVE: EL COEFICIENTE 4 

PUEDE ANULAR MATEMÁTICAMENTE TODO EL IMPACTO SOCIAL Y LABORAL 

QUE LA LEY ORDENA VALORAR. 

Éste es uno de los extremos de mayor entidad sustantiva del proyecto. 
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El artículo 27.3 de la Ley 4/2025 contiene un mandato inequívoco: para evaluar 

el grado de incidencia industrial deberá tenerse en cuenta el impacto social del 

espacio productivo, incluido su nivel de empleo.  

El Anexo III pretende cumplirlo mediante una fórmula en la que se pondera, entre 

otros extremos, el número de trabajadores. Los coeficientes asociados al empleo 

alcanzan valores crecientes y particularmente elevados a partir de determinados 

umbrales.  

Sin embargo, el resultado obtenido se multiplica finalmente por un Coeficiente 4, 

relativo al ámbito geográfico de las relaciones comerciales. 

Cuando éstas quedan circunscritas al propio espacio productivo o municipio, el 

proyecto atribuye a dicho coeficiente el valor 0,0.  

La consecuencia matemática es indiscutible: 

cualquiera que sea el número de industrias, cualquiera que sea su empleo, 

cualquiera que sea la población directamente dependiente de ellas y cualquiera 

que sea el resultado de los coeficientes anteriores, la multiplicación final por 

cero determina un grado de incidencia industrial igual a cero. 

Esto no constituye una cuestión secundaria de técnica matemática. 

Puede significar que un espacio productivo con considerable número de 

trabajadores y enorme relevancia social para un municipio sea calificado con 

incidencia cero simplemente porque sus relaciones comerciales no superen el 

umbral territorial diseñado reglamentariamente. 

Y ello suscita una seria duda de adecuación al artículo 27.3 de la Ley, porque un 

método reglamentario no puede formalmente introducir el empleo como variable 

para, acto seguido, permitir que otra variable neutralice totalmente y en todos 

los casos la magnitud que el legislador ha ordenado tener en cuenta. 

La Administración debe justificar técnicamente, con estudios incorporados a la 

MAIN o al expediente, por qué: 

i. el ámbito estrictamente municipal merece valor cero y no un coeficiente 

neutro; 

ii. la incidencia comarcal merece exactamente 1,5; 

iii. la supracomarcal merece 2; 

iv. se consideran “considerables” las relaciones comerciales sólo a partir de 

quince empresas o entidades; 

v. y el umbral de incidencia industrial elevada se fija precisamente en 500. 

vi. No basta con insertar números en un anexo. 

La cuantificación administrativa no sustituye a la motivación: la exige. 

Especialmente cuando la Ley 4/2025 impone que el método sea objetivo, 

transparente y no discriminatorio y cuando el resultado será posteriormente 

utilizado para priorizar actuaciones y recursos públicos.  
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De no existir en el expediente los análisis estadísticos, muestras, simulaciones, 

pruebas de sensibilidad y justificación metodológica capaces de sustentar esos 

valores, deberá revisarse el Anexo III antes de la aprobación. 

 

SÉPTIMA.- LAS PREVISIONES DE EMPLEO DE LOS DENOMINADOS 

“PROYECTOS TRACTORES” NO PUEDEN EQUIPARARSE SIN MÁS AL EMPLEO 

REAL DE LAS ACTIVIDADES YA IMPLANTADAS. 

El propio Anexo III introduce una singularidad adicional. 

Para determinados proyectos tractores situados en espacios productivos diferentes 

de polígonos industriales permite computar, a efectos del coeficiente de empleo, no 

trabajadores realmente existentes sino las previsiones de desarrollo de la cadena 

de valor vinculada al proyecto.  

Se introduce así una diferencia metodológica relevante entre: 

empleo existente y comprobable, de una parte, y empleo futuro estimado, de 

otra. 

No se sostiene que toda consideración de empleo futuro sea ilícita. La propia política 

industrial puede legítimamente valorar expectativas racionales de generación de 

puestos de trabajo. 

Lo que se sostiene es que no pueden atribuirse consecuencias reglamentarias 

equivalentes a magnitudes de distinta naturaleza sin establecer reglas 

objetivas sobre su fiabilidad y revisión. 

La Orden debería precisar el horizonte temporal de esas previsiones, su fuente, el 

nivel de compromiso exigible al promotor, los mecanismos de comprobación, la 

revisión de la caracterización cuando el empleo no se materialice y la metodología 

que impida que expectativas meramente prospectivas otorguen un valor 

reglamentario superior al de actividades económicas reales y consolidadas. 

Esta cautela tiene particular interés para el equilibrio territorial: la llegada de un 

gran proyecto no debe traducirse metodológicamente en una ventaja 

automática frente al tejido económico preexistente mediante la valoración 

privilegiada de expectativas futuras que todavía no han sido contrastadas. 

 

OCTAVA.- LA POSIBILIDAD DE SUSTITUIR LA METODOLOGÍA GENERAL POR 

UN ANÁLISIS INPUT-OUTPUT NECESITA REGLAS DE UTILIZACIÓN 

SUFICIENTEMENTE PRECISAS. 

El Anexo III permite que la metodología ordinaria sea sustituida por una metodología 

Input-Output, siempre que ésta sea acreditada mediante informe del Gabinete 

Técnico de Espacios Productivos de Andalucía.  

La técnica económica es perfectamente legítima. 
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Lo que no resulta jurídicamente indiferente es dejar coexistir dos métodos 

potencialmente capaces de ofrecer resultados distintos sin fijar suficientemente 

en la propia norma cuándo debe emplearse uno u otro, qué tablas estadísticas 

deben utilizarse, qué período se tomará como referencia, qué multiplicadores son 

admisibles, cómo se delimitan los efectos directo, indirecto e inducido, cómo se evita 

la doble contabilización y de qué forma puede un interesado conocer y contradecir 

los cálculos empleados. 

La objetividad no queda garantizada simplemente porque el análisis sea realizado 

por un órgano técnico. 

En una disposición general, la Administración debe predeterminar 

suficientemente las reglas del ejercicio posterior de su discrecionalidad 

técnica, especialmente cuando el resultado puede incidir en la distribución de 

ventajas públicas. 

La ausencia de esa predeterminación abre el riesgo de que espacios materialmente 

comparables obtengan caracterizaciones distintas en función de la metodología 

escogida. 

 

NOVENA.- LA MAIN DEBE JUSTIFICAR REALMENTE LOS EFECTOS DEL 

PROYECTO SOBRE LOS SECTORES AFECTADOS; NO ES SUFICIENTE UNA 

PROCLAMACIÓN GENÉRICA DE AUSENCIA DE CARGAS O IMPACTOS. 

El proyecto afirma en su preámbulo que la regulación no impone obligaciones 

adicionales ni cargas administrativas innecesarias y proclama su conformidad con 

los principios de proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.  

Tales afirmaciones no constituyen por sí mismas la demostración exigida por el 

ordenamiento. 

Tras la reforma operada en 2024, los artículos 7 y 7 bis del Decreto 622/2019 

han reforzado considerablemente el contenido exigible a la Memoria de Análisis de 

Impacto Normativo. 

La MAIN debe examinar las alternativas regulatorias; justificar el rango y encaje 

competencial; analizar específicamente el diseño de los procedimientos 

administrativos; justificar los nuevos trámites y documentos; evaluar el impacto 

económico sobre los sectores, colectivos y agentes afectados; cuantificar las cargas; 

prestar especial atención al impacto ambiental y social; reflejar la audiencia y los 

informes recibidos; analizar la protección de datos; y prever una evaluación ex post.  

Existe, además, un mandato que en este expediente reviste especial importancia: el 

artículo 7 bis.2 obliga al órgano promotor a actualizar la MAIN a lo largo de la 

tramitación, incorporando las novedades significativas y valorando las 

observaciones y alegaciones recibidas.  

Esta previsión pone de manifiesto una anomalía en el texto actualmente sometido a 

audiencia. 
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El preámbulo afirma ya que en la MAIN “se han recogido las alegaciones y 

aportaciones realizadas en los trámites de consulta pública previa, audiencia 

e información pública, así como en los informes preceptivos emitidos”.  

Sin embargo, el trámite de audiencia e información pública al que comparecemos 

no termina hasta el 15 de septiembre de 2026.  

La contradicción no debe exagerarse ni presentarse artificialmente como causa 

autónoma de nulidad: puede obedecer a una fórmula anticipatoria destinada al 

futuro texto definitivo. 

Pero sí debe ser corregida, porque en la versión actualmente publicada describe 

como ya culminada y valorada una fase procedimental que todavía se está 

desarrollando. 

Y, sobre todo, obliga a extremar la trazabilidad de la MAIN: deben conservarse sus 

distintas versiones y quedar acreditado qué valoración se realiza de las presentes 

alegaciones, qué modificaciones provocan y, si son rechazadas, por qué razón. 

La Sala Tercera del Tribunal Supremo ha dejado claro que la mera existencia 

formal de una MAIN no salva una regulación cuando el análisis material que 

debía contener resulta manifiestamente insuficiente. Así ocurrió con la 

anulación del Real Decreto 307/2022, en la que el Tribunal apreció insuficiencia 

manifiesta del análisis económico; y nuevamente la STS de 17 de diciembre de 2024, 

rec. 407/2023, ECLI:ES:TS:2024:6114, atribuyó relevancia invalidante, entre otras 

irregularidades, a la ausencia del análisis de competencia que debía integrar la 

memoria.  

La enseñanza jurisprudencial es directamente trasladable como criterio de control: 

el expediente debe demostrar la decisión, no simplemente revestirla de una 

memoria denominada MAIN. 

En este caso, el análisis deberá abordar expresamente, entre otros extremos, la 

incidencia sobre el medio rural y las actividades agrarias colindantes cuando las 

decisiones futuras sobre infraestructuras, accesos, energía, agua, logística o 

ampliación de espacios productivos puedan proyectarse territorialmente sobre ellas. 

 

DÉCIMA.- LA PARTICIPACIÓN DEL SECTOR AGRARIO Y DE LOS DEMÁS 

INTERESES COLECTIVOS AFECTADOS DEBE SER COMPROBABLE EN EL 

EXPEDIENTE. 

La Resolución de 22 de julio reconoce expresamente que la audiencia puede 

realizarse a través de organizaciones y asociaciones cuyos fines guarden relación 

directa con el objeto de la disposición.  

Pero la normativa andaluza va más allá. 

El artículo 28.2 de la Ley 7/2017, de Participación Ciudadana de Andalucía, 

establece expresamente que deben articularse procesos de comunicación dirigidos 
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a las organizaciones o entidades representativas de intereses colectivos 

afectados por la normativa.  

Y el artículo 45.1.d) de la Ley 6/2006 exige que la decisión sobre la modalidad 

empleada para dar audiencia sea motivada en el expediente.  

Por ello interesa conocer qué organizaciones fueron identificadas como 

representativas de los intereses afectados y qué comunicaciones fueron cursadas. 

Esta parte no afirma, sin haber tenido acceso a la integridad del expediente, que las 

organizaciones agrarias hayan sido omitidas. Precisamente solicita el expediente 

para comprobarlo. 

Ahora bien, si de éste resultara que únicamente se ha dado intervención sectorial 

al tejido industrial y empresarial beneficiario de la regulación, sin una consideración 

razonada de los intereses territoriales, municipales, agrarios, de propiedad o 

ambientales que puedan verse indirectamente concernidos, la suficiencia material 

del trámite de audiencia debería ser reconsiderada antes de culminar la norma. 

 

UNDÉCIMA.- LOS ANTECEDENTES, INFORMES Y ESTUDIOS QUE SUSTENTAN 

LA NORMA FORMAN PARTE DE LA GARANTÍA DE TRANSPARENCIA Y DEBEN 

PODER SER CONOCIDOS PARA QUE LA PARTICIPACIÓN SEA REAL. 

El artículo 45.1.g) de la Ley 6/2006 exige conservar en el expediente todos los 

estudios, consultas y actuaciones practicadas, así como el informe de valoración de 

las alegaciones. Su apartado segundo impone informe de la Secretaría General 

Técnica, del Gabinete Jurídico y de los demás órganos cuyos informes sean 

preceptivos, y el dictamen del Consejo Consultivo en los casos en que proceda.  

A ello se suma el artículo 13.1.c) y d) de la Ley 1/2014, de Transparencia Pública 

de Andalucía, que exige publicidad de los proyectos reglamentarios sometidos a 

audiencia y de la MAIN y demás informes integrantes del expediente normativo.  

No se sostiene -porque sería prematuro- que falte un determinado informe que 

todavía pueda encontrarse pendiente de emisión. 

Lo que se solicita es algo distinto y jurídicamente más sólido: 

conocer todos los documentos que ya existan y hayan servido para formar la 

decisión sometida a audiencia, así como poder identificar los que se 

incorporen ulteriormente y resulten esenciales para la configuración definitiva 

del texto. 

En particular, resulta imprescindible conocer los antecedentes técnicos que 

permitan reconstruir cómo se han obtenido los coeficientes, umbrales y parámetros 

de los anexos; qué casos reales se han utilizado para contrastarlos; cuál es la fuente 

de los datos de ESPAND; qué cartografía y metodología GIS se emplean; qué análisis 

estadísticos existen; y qué estudio justifica sus consecuencias sobre los diferentes 

tipos de espacios productivos. 



13 
 

No puede pedirse a la ciudadanía que critique responsablemente un resultado 

matemático mientras se mantiene fuera del trámite la documentación que 

explica cómo y por qué se llegó a esa fórmula. 

 

DUODÉCIMA.- LOS ERRORES DE REMISIÓN INTERNA DEL PROYECTO DEBEN 

SER CORREGIDOS Y REVELAN LA NECESIDAD DE UNA REVISIÓN JURÍDICA 

INTEGRAL DEL TEXTO ANTES DE SU APROBACIÓN. 

Existen, además, incorrecciones objetivas que no deben permanecer en el texto 

definitivo. 

El artículo 4.2 dispone que la determinación y modificación de los formularios se 

efectuará por resolución de la Secretaría General de Industria y Minas “en los 

términos previstos en la disposición final primera”.  

Pero el proyecto no contiene ninguna “disposición final primera”: contiene una 

disposición final única. 

A su vez, la denominada Disposición adicional única. Habilitación para el 

desarrollo y ejecución permite determinar y modificar formularios y afirma que 

son los previstos en el artículo 4.3. Sin embargo, dicho artículo 4.3 regula el alcance 

de la solicitud, mientras que el formulario aparece esencialmente en el artículo 4.2 

y otras modalidades procedimentales se regulan en preceptos posteriores.  

Aisladas, tales incorrecciones podrían ser subsanables. 

Consideradas dentro de una disposición que atribuye gran importancia 

precisamente a procedimientos, formularios, sistemas de certificación y posteriores 

resoluciones de ejecución, no son irrelevantes desde la perspectiva de la 

seguridad jurídica. 

Deben ser corregidas antes de la aprobación y debe realizarse una revisión completa 

de concordancias y habilitaciones. 

 

DECIMOTERCERA.- LA PUBLICIDAD DE LOS DATOS DE CARACTERIZACIÓN 

NO PUEDE CONFIGURARSE MEDIANTE UNA CLÁUSULA ABIERTA. 

El artículo 9 del proyecto establece que podrán hacerse públicos no sólo los 

resultados de caracterización sino también “los datos en los que se basen”, 

mediante el Catálogo de Espacios Productivos o ESPAND.  

El propósito de transparencia es legítimo, pero la fórmula es demasiado 

indeterminada. 

La información que el propio sistema pretende manejar comprende potencialmente 

datos sobre ocupación, empleo, actividad económica, capacidad energética, 

relaciones comerciales, cadenas de suministro, infraestructuras, residuos, 
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seguridad y otros extremos que pueden estar sometidos a regímenes jurídicos 

diferentes. 

Por tanto, la publicidad deberá articularse respetando, según cada caso, el 

Reglamento (UE) 2016/679, la Ley Orgánica 3/2018, la Ley 1/2019, de 

Secretos Empresariales, los límites derivados de la seguridad industrial y los 

establecidos por la legislación de transparencia. 

No se cuestiona que determinada información pueda ser pública. Se cuestiona que 

el reglamento utilice una categoría genérica —“los datos en los que se basen”— sin 

definir suficientemente qué datos, con qué nivel de agregación, con qué finalidad 

y bajo qué límites. 

 

DECIMOCUARTA.- NECESIDAD DE EVALUAR ESPECÍFICAMENTE LA 

INTERACCIÓN TERRITORIAL, AGRARIA Y AMBIENTAL DEL SISTEMA 

PROYECTADO. 

Esta parte no incurre en el error de sostener que cualquier disposición industrial 

debe quedar automáticamente sometida a evaluación ambiental estratégica. 

La sujeción a la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, 

dependerá del verdadero contenido y función del instrumento y de si concurren sus 

presupuestos legales. 

Lo jurídicamente exigible ahora es otra cosa: que el expediente razone el impacto 

ambiental y territorial real de la regulación en la medida en que exista, porque 

el artículo 7 bis del Decreto 622/2019 ordena prestar especial atención al impacto 

ambiental y social de los proyectos normativos.  

El objeto regulado está vinculado a accesos, infraestructuras energéticas, 

saneamiento, agua, residuos, movilidad, regeneración de espacios y futuras 

inversiones. La Ley 4/2025 conecta además la categorización con actuaciones de 

modernización, ampliación de infraestructuras y políticas de apoyo.  

Por ello, la MAIN debe explicar, no presumir, si existen efectos territoriales o 

ambientales relevantes y qué salvaguardas garantizan que la caracterización no se 

utilice para predeterminar futuras actuaciones sobre suelo agrario 

prescindiendo de los procedimientos territoriales, urbanísticos, ambientales, 

hidráulicos o expropiatorios que en cada caso resulten preceptivos. 

Ese pronunciamiento explícito incrementaría la seguridad jurídica de todos: de la 

Administración, de los inversores y, particularmente, de los agricultores y 

propietarios afectados por el desarrollo territorial de futuras infraestructuras. 

 

CONSIDERACIÓN JURÍDICA FINAL 

Las objeciones expuestas no se dirigen contra la existencia de un sistema de 

diagnóstico de espacios productivos, que cuenta con habilitación legal. 
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Se dirigen contra aquellos extremos en los que la concreta técnica escogida puede 

sobrepasar o desnaturalizar esa habilitación, producir resultados no 

suficientemente justificados o debilitar garantías procedimentales que son 

indispensables precisamente porque las posteriores decisiones públicas se 

apoyarán en la caracterización obtenida. 

Por ello no resultaría suficiente responder que la Orden es meramente técnica. 

La potestad reglamentaria queda sometida al control jurisdiccional por mandato del 

artículo 106.1 de la Constitución; y su ejercicio debe respetar la ley habilitante, la 

jerarquía normativa y el procedimiento de elaboración legalmente establecido.  

La propia jurisprudencia del Tribunal Supremo viene atribuyendo consecuencias 

invalidantes a los defectos sustanciales del procedimiento reglamentario cuando 

impiden que la memoria, la audiencia o los informes cumplan la función que el 

ordenamiento les asigna.  

La finalidad de estas alegaciones es, por tanto, impedir que tales defectos 

lleguen a consolidarse en la disposición definitiva. 

Por todo lo expuesto, 

SOLICITO 

Que se tenga por presentado este escrito, por comparecida a 

…………………………………………………… en el trámite de audiencia e información 

pública y por formuladas las anteriores alegaciones y, en su virtud: 

PRIMERO.- Se incorpore íntegramente este escrito al expediente de elaboración 

normativa, dejando constancia formal de la comparecencia y participación de esta 

entidad y de los intereses colectivos que representa. 

SEGUNDO.- Se facilite el acceso efectivo a la documentación que integra 

actualmente el expediente y que resulte legalmente accesible, con particular 

inclusión del Acuerdo de inicio de 20 de julio de 2026; antecedentes y resultado de 

la consulta pública previa; MAIN y sus sucesivas versiones; estudios económicos, 

estadísticos y metodológicos; antecedentes de los Anexos I a V; documentación 

justificativa de coeficientes, ponderaciones y umbrales; documentación de ESPAND 

e IECA utilizada; estudios cartográficos o GIS; informes ya emitidos; relación de 

organizaciones y entidades expresamente consultadas o llamadas a audiencia; y 

cuantos documentos hayan servido materialmente para determinar el contenido 

actualmente sometido a información pública. 

TERCERO.-  Se identifiquen asimismo, mediante índice suficientemente 

comprensible, los documentos integrantes del expediente, órgano autor, fecha y fase 

de tramitación, y se mantenga la publicidad legalmente exigible respecto de la MAIN 

y de los informes que vayan incorporándose en los términos del artículo 13 de la 

Ley 1/2014. 

CUARTO.- Se proceda a una reconsideración integral del proyecto en los extremos 

desarrollados en estas alegaciones y, singularmente, se corrija el régimen de 
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publicación y audiencia de los procedimientos iniciados de oficio; se suprima o 

restrinja la habilitación del artículo 3.7; se diferencie inexistencia de falta de 

acreditación; se justifique o reformule la metodología del grado de incidencia 

industrial y el efecto multiplicador del Coeficiente 4; se objetiven las previsiones de 

empleo de los proyectos tractores y la metodología Input-Output; se corrijan las 

remisiones internas erróneas; y se delimite la publicidad de los datos. 

QUINTO.- Se incorpore expresamente a la Orden una cláusula de neutralidad 

territorial y urbanística que garantice que la caracterización y el denominado 

ámbito funcional no alteran la clasificación, categoría, uso o régimen jurídico del 

suelo, no amplían el concepto legal de espacio productivo y no constituyen título 

alguno para transformación urbanística, ocupación, expropiación, establecimiento 

de servidumbres o implantación industrial sobre terrenos agrarios o rústicos. 

SEXTO.- Se complete y actualice la MAIN con una verdadera valoración de las 

consecuencias económicas, territoriales, sociales, agrarias y ambientales de las 

opciones regulatorias adoptadas, así como con la valoración individualizada de las 

cuestiones sustanciales planteadas durante la audiencia, dejando constancia 

expresa de las razones de aceptación o rechazo. 

SÉPTIMO.- No se eleve el proyecto para su aprobación en su actual redacción 

mientras no hayan sido cumplimentados los trámites, estudios, informes y 

correcciones necesarios para garantizar su plena conformidad con la Ley 4/2025, 

la Ley 6/2006, el Decreto 622/2019 y el restante ordenamiento aplicable; y, si las 

deficiencias apreciadas no pudieran ser corregidas sin modificar sustancialmente el 

texto sometido a participación, se retire el proyecto o se retrotraiga su 

tramitación al momento procedimental oportuno, sometiendo el nuevo texto 

a audiencia e información pública suficientes. 

OCTAVO.- Se tengan por expresamente reservadas las acciones que correspondan 

frente a la disposición definitiva y frente a los actos dictados en su aplicación, sin 

que la participación en el presente trámite pueda interpretarse como conformidad, 

consentimiento o aceptación de los extremos aquí controvertidos. 

Es Justicia que se solicita en……………………….., a …………de septiembre de 2026. 

 

 

Fdo.: 

 

OTROSÍ DIGO 

Que la participación que ordenan el artículo 105.a) de la Constitución, el artículo 

45 de la Ley 6/2006 y la legislación andaluza de participación y transparencia sólo 

puede ser real cuando el interesado dispone de los elementos materiales necesarios 

para conocer y controvertir las razones que sustentan la regulación. 
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En este supuesto, una parte decisiva del proyecto descansa en criterios técnicos, 

puntuaciones, coeficientes, umbrales, fórmulas y metodologías cuya verdadera 

racionalidad no puede deducirse exclusivamente del articulado publicado. 

El Decreto 622/2019 exige, además, que la MAIN valore las alternativas 

regulatorias, la proporcionalidad, el diseño procedimental, las cargas, los impactos 

sobre los sectores afectados y los impactos ambientales y sociales, y que sea 

actualizada durante toda la elaboración.  

Por ello, 

SOLICITO 

Que, si alguno de los antecedentes, estudios, informes o elementos técnicos 

sustanciales solicitados no hubiera estado efectivamente disponible durante el 

período de audiencia, se conceda a esta parte un trámite complementario 

suficiente para formular alegaciones sobre dicha documentación desde el momento 

de su puesta a disposición, sin que pueda considerarse precluida la posibilidad de 

controvertir aquello que no pudo ser conocido durante el plazo inicialmente 

conferido. 

Y, especialmente, que si como consecuencia de los informes, alegaciones o 

actuaciones posteriores se altera de forma sustancial la metodología, el ámbito 

de aplicación, los efectos jurídicos, los procedimientos o los criterios de 

caracterización del proyecto, el texto resultante sea nuevamente sometido a 

audiencia e información pública antes de su aprobación. 

Por ser igualmente procedente en Derecho, se solicita en lugar y fecha ut supra. 

 


